Causa N°8398 “Carrera, Fernando Ariel s/rec. extraordinario“

Cámara Federal de Casación Penal


REGISTRO N° 2152/13
///nos Aires, 13       de noviembre de 2013.- 


 
AUTOS Y VISTOS:


 
Para decidir acerca de la admisibilidad de los recursos extraordinarios interpuestos por la defensa de Fernando Ariel Carrera y por el Fiscal General ante esta Cámara.


 
Y CONSIDERANDO:
 

La señora juez doctora Liliana Elena Catucci dijo:

 
1. Que si bien incumbe exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia de la Nación juzgar sobre la existencia o no de un supuesto de arbitrariedad de sentencia, ello no exime a los órganos judiciales llamados a expedirse sobre la concesión del recurso, de resolver si la apelación -prima facie valorada- cuenta respecto de cada uno de los agravios que la originan con fundamento suficiente para dar sustento a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional como lo es el de arbitrariedad (A. 1111. XLIV, Astudillo, Silvina Patricia c/Honorable Junta Electoral s/amparo rec. ext. por inaplicabilidad de ley.” rta. 07/04/2009, T. 332, P. 761).


Que sobre esa base han de analizarse las impugnaciones extraordinarias interpuestas por la Defensa y el Fiscal General.



Que sin esfuerzo se advierte que los recurrentes no rebatieron los argumentos esgrimidos por esta Sala en el fallo que se cuestiona, errada línea de argumentación que permite observar que los agravios traídos se relacionan fundamentalmente con cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y de dogmática jurídica.



Cuestiones que, por más cubiertas de ropajes constitucionales o de aspecto federal que estén, resultan ajenas al remedio en tratamiento.



En ese orden, el más alto Tribunal del país ha dicho que “La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido” (Fallos 334:541).


Ello así, en tanto no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario la pretensión de otra solución jurídica, en tanto no esté razonada, ni relacionada con las circunstancias del juicio, y rebata los términos del fallo cuestionado, mediante una atinada crítica de todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y pueda fácilmente apreciarse la medida de los agravios (cfr. Fallos: 331:563 entre muchos otros).


Que en el caso corresponde hacer aplicación –dada la analogía de situaciones- de la doctrina del Alto Tribunal según la cual los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local no resultan susceptibles de revisión por medio de la apelación federal, manteniéndose el criterio de que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida a su respecto (cfr. Fallos C.S.J.N.: 302:418; 305:515; 308:641; causa A.595, XXIII, “Avila, Carlos A. y otros c/Rodrigo S.A. y otros”, resuelta el 17 de marzo de 1992, entre otros).


Sostener lo contrario importaría abrir una tercera instancia ordinaria donde pudieran discutirse decisiones que se estimen equivocadas según la mera apreciación de los recurrentes y ello no sólo resultaría ajeno a la naturaleza del recurso extraordinario sino también a la finalidad propia de este remedio, consistente en asegurar la supremacía de la Constitución Nacional (Fallos: 290:95; 295:356; 295:658; 310:1014 y 2122, entre otros).


En consecuencia, los recursos extraordinarios carecen de la debida fundamentación autónoma exigida por el art. 15 de la ley 48 y la constante jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (conf. Fallos: 302:1413; 332:2397 entre muchos otros).



2. Que en definitiva los recurrentes no han planteado concretamente la cuestión federal a debatir. En efecto, sólo se han basado las impugnaciones en la mera invocación de aquélla y en juicios discrepantes con el criterio adoptado por este Tribunal, lo que no implica acreditar relación directa e inmediata entre la materia del pleito y la referida cuestión federal (Fallos C.S.J.N.: 295:335; 300:443; 302:561; 303:2012; 325:1440, entre muchos otros).


La cita de normas constitucionales en forma genérica e indiscriminada, sin ligazón con lo resuelto no es planteamiento adecuado de la cuestión federal en tanto “la sola alegación de que la sentencia recurrida vulnera la correcta inteligencia de determinadas normas federales no es suficiente a los efectos de considerar satisfecha la exigencia de fundamentación autónoma, si no se expresan –adicionalmente- razones de tal aserto que controviertan las conclusiones de los jueces de la causa (Fallos: 270:176; 311:2619 y 316:832, entre otros)” –voto del doctor Enrique Santiago Petracchi in re “Latin Eco S. A. c/DNCI s/disp. 179/11 recurso de hecho, L. 451. XLIX, del 8 de octubre de este año-.

 

3. Que se debe señalar finalmente que tampoco habrá de prosperar el recurso extraordinario de la defensa por la vía extraordinaria de la doctrina de la gravedad institucional. 




 
En tal sentido, se debe hacer aplicación al caso de lo sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto a que la alegada gravedad institucional carece de desarrollo suficiente, y no excede, por ende, de la mera afirmación dogmática en el marco de la excepcional doctrina respecto de su admisibilidad, que exige un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indubitable su concurrencia (Fallos: 327:3701). 



La manera en que fue sustentado el planteo sólo permite observar la existencia de un interés que involucra al recurrente (C. 525. XLIII; RHE “Cabezas, Daniel Vicente y otros s/denuncia —Las Palomitas— Cabeza de Buey” rta. el 17/10/2007, T. 330, P. 4454), y no al interés general requerido como sustento propio de esa entrada (CSJN 31/8/89, JA, 1989-IV-85 citado por Sagüés, Néstor Pedro “El Recurso Extraordinario Federal, Derecho Procesal Constitucional”, 3º edición, Editorial Astrea, T. 2, Bs. As., 1992, pág 384.) o el funcionamiento adecuado de las instituciones.


Dicha doctrina no es aplicable cuando, como en el caso, no se encuentran afectados principios de orden social vinculados con instituciones básicas del derecho, y sólo se halla en juego el interés personal del reclamante (Fallos C.S.J.N.: M.457, XXI, “Manubens, Dolores s/excarcelación”; V.44, XXII, “Valot, Eduardo y otros s/querella”; 3 de mayo de 1988, 20 de setiembre de 1988 respectivamente, y recientemente Fallos 333:360).



Por último, ha de señalarse que la invocación de la citada excepción sólo faculta a la Corte a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal (A.1846.XLI; “Alsogaray, María Julia s/rec. de casación e inconstitucionalidad” rta. 22/12/2008, T. 331 P. 2799).

 
En mérito de lo expuesto, entiendo que los recursos extraordinarios interpuestos deben declararse inadmisibles, con costas, en el caso de la defensa y eximiendo de ellas al Fiscal General (artículos 257 del C.P.C.C.N. y 530, 531 y 532 del C.P.P.N.).

El señor juez doctor Mariano Hernán Borinsky dijo:

Corresponde expedirme acerca de la admisibilidad de los recursos extraordinarios interpuestos por la defensa de Fernando Ariel Carrera y por el representante del Ministerio Público Fiscal ante la Cámara Federal de Casación Penal contra el fallo dictado por esta Sala III –Registro nº1354/13– con fecha 12 de agosto de 2013, que por mayoría (votos de los jueces Mariano H. Borinsky y Ana M. Figueroa) resolvió hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto por la defensa contra el fallo del Tribunal Oral en lo Criminal nº 14 obrante a fs. 2596/2708, casar la sentencia y, en definitiva, condenar a Fernando Ariel Carrera como coautor penalmente responsable del delito de robo agravado por su comisión con armas de fuego; en concurso real con homicidio culposo agravado por haber sido ocasionado por la conducción imprudente de un vehículo automotor y por la cantidad de víctimas -tres-, y con lesiones culposas graves y agravadas por esas mismas circunstancias -dos víctimas- y lesiones culposas leves -dos víctimas- (delitos culposos que concurren idealmente entre sí y por los que responde como autor); carácter por el que también responde en concurso real con portación de arma de guerra, sin la debida autorización legal, a la pena de 15 (quince) años de prisión, accesorias legales, costas de la instancia anterior e inhabilitación especial para conducir todo tipo de automóviles por 5 (cinco) años; absolver a Fernando Ariel Carrera del delito de abuso de armas, por el beneficio de la duda y mantener el decomiso del automotor marca Peugeot 205 GLD, año 1997, dominio BZY308.

Asimismo, se destaca que la señora juez, doctora Liliana Catucci propuso al acuerdo en su voto en disidencia: “hacer lugar parcialmente en cuanto a la calificación legal y a la pena, al recurso de casación interpuesto por la defensa, contra la condena de Fernando Ariel Carrera por los delitos que se declaran ser los de robo agravado por su comisión con armas de fuego, homicidio culposo –tres hechos en concurso real- lesiones culposas, graves y leves –dos hechos en concurso real y otros dos en concurso ideal-, abuso de armas y portación ilegal de armas de guerra en concurso real, a la pena que se disminuye a veinte años de prisión, términos en los que se modifica el fallo de fs. 2596/2708, sin costas –arts. 456 inc. 1 y 530 del Código Procesal Penal y 12, 23, 29 ter, 40, 41, 45, 54, 55, 84 primer y segundo párrafo, 94 primer y segundo párrafo, 104 primer párrafo, 166 inciso 2 y 189 bis apartado segundo, párrafo cuarto, del Código Penal-“.

La defensa recusó a la señora juez, doctora Ana María Figueroa, planteo que fue rechazado por el suscripto y por la doctora Liliana Catucci, mediante la resolución dictada el 11/09/2013, registro 1605/13, obrante a fs. 3834/3835, que se encuentra firme.


El 24 de septiembre de 2013 (cfr. fs. 3841/3843) el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal contestó el traslado correspondiente al recurso extraordinario interpuesto por la defensa.


En consecuencia los recursos extraordinarios interpuestos por la Fiscalía General y por la defensa de Fernando Ariel Carrera se encuentran en condiciones de ser resueltos.     


Cabe recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en oportunidad de expedirse el 5/6/2012 en el recurso de hecho presentado por la defensa de Fernando Ariel Carrera (C.927. XLIV, Recurso de hecho. “Carrera, Fernando Ariel s/causa nº 8398”), indicó que la sentencia dictada por el tribunal revisor (la Sala III de la CFCP, con una integración distinta a la actual, conformada por los jueces Eduardo R. Riggi, Guillermo Tragant y Juan Carlos Rodríguez Basavilbaso) no había tratado de modo suficiente y acabado los argumentos planteados por la defensa en el recurso incoado contra la condena de Fernando Ariel Carrera, dictada por el Tribunal Oral en lo Criminal nº14 de la Capital Federal.


El voto mayoritario (suscripto por el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor Ricardo Luis Lorenzetti y por los señores Ministros, doctores Carlos S. Fayt y Juan Carlos Maqueda) señaló esa falta de tratamiento respecto de los agravios relativos al reconocimiento negativo de Fernando Ariel Carrera y del arma secuestrada por parte de los damnificados del robo y al cúmulo de declaraciones testimoniales que, desde la óptica de la defensa, controvertirían el modo en el que se rechazó el descargo de Carrera al tenerse por probado tanto la existencia de las sirenas durante la persecución policial y que éste condujo el vehículo con pleno control como también que disparó contra las fuerzas policiales y tuvo en su poder en forma efectiva el arma secuestrada. 


El voto concurrente del señor Ministro doctor E. Raúl Zaffaroni agregó que en lo referente al nivel de consciencia de Fernando Ariel Carrera, en el comienzo de la sucesión de acontecimientos que configuran los hechos 3 y 4, los jueces avalaron la versión acusatoria sin tomar en cuenta toda la prueba producida y sin compatibilizar en alguna medida los peritajes, lo que sostuvo podría llevar a conclusiones diferentes.


Resaltó que al evaluar el posible grado de perturbación de la consciencia, es necesario reflexionar que en la conducta incide también el miedo, que puede alcanzar los extremos del terror ante la muerte si lo potencia una herida, por superficial que fuese. Afirmó que se trata de interrogantes ineludibles en situaciones que pueden determinar trastornos transitorios.


Por otra parte, con relación al sentido y autoría de los disparos que impactaron en el vehículo de Fernando Ariel Carrera, el juez Eugenio Raúl Zaffaroni sostuvo que la sentencia no hizo referencia a las diferentes peritaciones practicadas, que parecen plantear más de una hipótesis respecto de los impactos identificados como 12, 14 y 15.


En lo referente al hecho nº2 –el robo con armas perpetrado contra Ignes–, el juez Eugenio Raúl Zaffaroni puntualizó que en la sentencia casatoria se le restó importancia a la descripción del auto (Fiat Palio color blanco), que resulta ser de una marca diferente a la de Fernando Ariel Carrera, y se omitió analizar el hecho de que ni el arma, ni el imputado fueron reconocidos por los damnificados y el único dato aportado (las gorras que utilizaban) tampoco pudieron ser reconocidas por haberse extraviado en la sede policial donde se guardaron.


Por su parte, el Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor Luis Santiago González Warcalde, indicó “no encuentro que la defensa haya expuesto una real situación de duda, producto de circunstancias verosímiles, sino que propone la aplicación de la regla in dubio pro reo con base en la descalificación de pruebas desde un método consistente en fragmentar los hechos y analizarlos por separado”.


Luego de analizar los agravios presentados por la defensa de Fernando Ariel Carrera, el Procurador Fiscal ante la CSJN concluyó que, a su entender, “las alegaciones que se expusieron en el libelo recursivo y que se pretenden apoyar en la doctrina de la arbitrariedad, no logran superar una mera discrepancia con el criterio que tuvieron los tribunales intervinientes acerca de los hechos, la prueba y la responsabilidad del recurrente, cuestiones que, además, resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenas, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria (Fallos:307:223; 312:551), en tanto no se haya incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema (Fallos: 306:1111; 315:449) o en contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica (Fallos: 328:3399, considerando 31º), lo cual no ocurre en el sub examine en el que la decisión cuenta con fundamentos suficientes que descartan esa tacha (Fallos: 301:909; 319:1728)”.


En virtud de lo expuesto, el Procurador Fiscal ante la C.S.J.N. sostuvo que correspondía declarar improcedente el recurso de queja interpuesto por la defensa de Fernando Ariel Carrera.     


Conforme a lo indicado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la sentencia de fecha 5/6/2012, esta Sala III (con una integración distinta de la que suscitó el fallo que motivó la invalidación por parte de la CSJN), mediante la resolución actualmente impugnada de fecha 12/8/2013 (Registro Nº 1354/13 de la Sala III) efectuó, a la luz del precedente “Casal” (Fallos: 328:3399), una amplia revisión de la valoración del cuadro probatorio como así también del encuadre jurídico (incluso siguiendo en algún tramo del iter criminis la propuesta de subsunción de la defensa referida al homicidio y lesiones culposas y a la absolución por el delito de abuso de armas).


Respecto al hecho ocurrido en las inmediaciones de la  calle Barros Pazos 5690 de esta ciudad, se efectuó un detallado análisis de las declaraciones del personal policial, de los damnificados del robo y de la grabación de las comunicaciones del Comando Radioeléctrico realizadas en tiempo real, a medida que sucedían los acontecimientos, que se refieren al color, modelo y marca del auto objeto de persecución y a las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la persecución emprendida por las víctimas del robo (Juan Alcides Ignes y Héctor Osvaldo Vaira) y reanudada por el personal policial apostado en la intersección de las avenidas Sáenz y Del Barco Centenera. 


Además, se ponderaron y valoraron los peritajes y las declaraciones de Héctor Osvaldo Vaira, Juan Alcides Ignes y Javier Daniel Ignes referidos a la patente trasera del Peugeot 205 conducido por Fernando Ariel Carrera.

También se analizaron pormenorizadamente los agravios relativos al reconocimiento de Fernando Ariel Carrera.

Asimismo, se dio respuesta a los agravios expresados por la defensa en torno al secuestro de tres gorras del piso delantero del Peugeot 205, dominio BZY308, de propiedad de Fernando Ariel Carrera.

Por otra parte, con relación a los agravios interpuestos por la defensa respecto a la condena impuesta a Fernando Ariel Carrera en orden a los delitos de homicidio reiterado, lesiones graves reiteradas y lesiones leves reiteradas, se examinaron los dictámenes y declaraciones de los peritos del Cuerpo Médico Forense y de los propuestos por la defensa, referidos al estado mental de Fernando Ariel Carrera al momento de los hechos, a la posibilidad de movimientos reflejos o automatismos en un estado de inconsciencia transitoria y a la hipótesis de que la capacidad de respuesta de Fernando Ariel Carrera para conducir y esquivar pudo deberse al llamado “trepidasius miedus”.

 
En torno al punto, también se valoró el peritaje médico de fs.811/812, el informe obrante a fs. 873/874 (expedido por el perito de la Policía Federal Argentina, Juan Carlos Godoy), el peritaje efectuado por la División Accidentología de la Dirección de Policía Científica de Gendarmería Nacional, con la participación del perito propuesto por la defensa, ingeniero José Pablo Puzino y las fotografías de fs.39/40, 45/47 y 51.


En lo referido a la persecución del vehículo Peugeot 205 conducido por Fernando Ariel Carrera por la avenida Sáenz de esta ciudad, se analizaron los agravios planteados por el impugnante respecto al valor probatorio otorgado a las declaraciones testimoniales referidas
a la activación de la sirena durante la persecución policial y al sentido de circulación del rodado Peugeot 205 blanco por la avenida Sáenz.

 


Con relación a los delitos de abuso de armas –delito del cual Fernando Ariel Carrera fue absuelto– y portación ilegítima de arma de guerra, se apreciaron las declaraciones del personal policial interviniente –los integrantes de las brigadas de las Comisarías 34ª  y 36ª–  y de los testigos civiles, el acta de secuestro de fs.7, el informe del Registro Nacional de Armas (obrante a fs. 1384), el audio correspondiente a las comunicaciones del Comando Radioeléctrico, los peritajes balísticos efectuados por personal de la División Balística de la Policía Federal y de la Gendarmería Nacional, las declaraciones de los peritos balísticos, las fotografías del arma incautada obrantes a fs. 51 y 52 y los informes y declaraciones de los peritos de la División Laboratorio Químico de la Policía Federal y de la División de la Policía Científica de la Gendarmería Nacional.

Además se consideró y valoró el resultado del reconocimiento del arma secuestrada, efectuado por los damnificados del robo.


Todo ello claro está, referido a la prueba incorporada al juicio que fue ponderada integral e integradamente, a contrario de la pretensión del recurrente sustentada en una valoración parcializada de la prueba de la causa.


Asimismo, se analizaron detenidamente los descargos brindados por Fernando Ariel Carrera en su declaración indagatoria a la luz de los hechos acreditados en la causa.


Por otra parte, se efectuó el análisis dogmático jurídico haciendo lugar parcialmente al recurso de la defensa en cuanto a su propuesta subsidiaria de la tipicidad legal culposa de los delitos de homicidio y lesiones y a la absolución por duda en orden al delito de abuso de armas. No prosperó el agravio defensista y se confirmó la condena dictada a Fernando Ariel Carrera por ser coautor penalmente responsable del delito de robo agravado por su comisión con armas de fuego; en concurso real con portación de arma de guerra, sin la debida autorización legal. Se cumplió con la audiencia de visu prevista en el artículo 41 del Código Penal (conforme a lo establecido por la C.S.J.N. en el precedente “Niz, Rosa Andrea y otras s/recurso de casación”, N.132.XLV, resuelta el 15/6/10) y se ponderaron los agravantes y atenuantes del caso para la determinación de la pena de prisión. También se fundó el decomiso y la imposición de accesorias legales y costas de primera instancia. No se impusieron costas en esta instancia. Todo efectuado con las citas legales pertinentes. 

 
Por ello no advierto ni la defensa ha logrado demostrar con éxito las causales de arbitrariedad invocadas –al señalar que ninguno de los votos valoró todo el cuadro probatorio con la versión de la defensa– para autorizar la habilitación de la vía extraordinaria contemplada en el artículo 14 de la ley 48, en la medida en que la resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y los agravios expuestos por la defensa sólo evidencian una opinión diversa sobre la cuestión debatida y resuelta (CSJN, Fallos: 302:284; 304:415, entre otros). El fallo criticado cuenta con fundamentos jurídicos suficientes que impiden la descalificación del fallo como acto judicial válido (CSJN, Fallos: 293:294; 299:226; 300:92; 301:449 y 303:888, entre otros).

Además, corresponde señalar que la defensa de Fernando Ariel Carrera no ha planteado concretamente la cuestión federal a debatir, ni tampoco ha demostrado cómo se habría operado efectivamente en la sentencia impugnada la violación a las garantías constitucionales denunciadas (derecho a recurrir la sentencia condenatoria, derecho a ser oído, derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo, derecho a ofrecer prueba de descargo y recurso amplio). En efecto, sólo ha basado su impugnación en la mera invocación de lesión a garantías constitucionales y en la personal interpretación que le otorga a las cuestiones aquí debatidas, en algunos casos incurriendo en una valoración parcial de la prueba, punto éste que, en definitiva, sólo demuestra discrepancias con el criterio adoptado por este Tribunal, lo que no implica acreditar relación directa e inmediata entre la materia del pleito y la referida cuestión federal (CSJN, Fallos: 295:335; 300:443; 302:561 y 303:2021, entre otros).


Así, aprecio que al exponer sus agravios no señaló cuáles son las circunstancias concretas que se omitieron valorar para comprender la situación de hecho íntegramente.


De igual manera, tampoco individualizó a los testigos de juicio, cuyos dichos no habrían sido objeto de revisión.


En dicho sentido, el recurrente sólo realizó una invocación genérica de garantías que a su juicio han sido vulneradas, pero no determinó en el caso concreto cómo se habrían operado esas violaciones ni demostró concretamente cómo lo resuelto ocasionaría la lesión efectiva de la defensa en juicio y el debido proceso.

La defensa no logró demostrar un apartamiento de la legislación vigente. Por el contrario, en cuanto a las muertes y lesiones acaecidas, el encuadre típico culposo fue planteado subsidiariamente por la defensa, tal como lo advirtiera la propia CSJN en el fallo de fecha 5/6/2012, voto mayoritario, considerando 3º) in fine.


La defensa tampoco pudo acreditar una vulneración de las reglas de la lógica por parte de los jueces que rechazaron “parcialmente” su pretensión casatoria.    


Por ello, considero que los argumentos de la defensa no han demostrado acabadamente la existencia de una cuestión federal de entidad suficiente como para acceder a la instancia extraordinaria ni discutió la inteligencia de norma federal alguna.


De esta manera y toda vez que el recurrente no logró precisar con exactitud cuál sería la cuestión federal involucrada, sólo se aprecia una referencia a cuestiones de derecho común y propia de los jueces de la causa, y como tal ajena al ámbito del recurso extraordinario federal interpuesto por la defensa (CSJN, Fallos: 237:423; 304:1626) que obsta su procedencia por no encontrarse reunidos los requisitos exigidos por el artículo 14 de la ley 48.


Por otra parte, de la lectura del remedio extraordinario interpuesto por el Fiscal General, doctor Ricardo Gustavo Wechsler, surge que los agravios planteados remiten al examen de cuestiones de derecho común, de hecho y prueba y de derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena –como regla– a la instancia intentada.


Además, la decisión cuenta con fundamentos de derecho común suficientes que descartan la arbitrariedad del fallo impugnado alegada por el Fiscal General y la defensa de Fernando Ariel Carrera. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestra un notorio desvío de las leyes aplicables o una total falta de fundamentación. Ello así toda vez que no se pretende convertir a la Corte Suprema de Justicia de la Nación en un tribunal de tercera instancia que tenga por objeto corregir fallos que se estimen equivocados, desde que solo atiende a cubrir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento, que impidan considerar la sentencia dictada como acto jurisdiccional (Fallos: 302:588; 311:786; 312:696; 314:458; 324:1378; 331:886, entre muchos otros).


Ninguno de dichos extremos referidos a la arbitrariedad de la sentencia se han verificado en el presente caso, ni siquiera con el grado mínimo exigido para la admisibilidad del recurso extraordinario federal.


Cabe señalar que en el examen de admisibilidad del remedio excepcional previsto en el artículo 14 de la ley 48, no corresponde que el tribunal superior de la causa juzgue su  propia decisión sino que debe resolver circunstanciadamente si la apelación federal prima facie valorada, cuenta con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso excepcional, como lo es el de la arbitrariedad (Fallos: 323:1247; 323.3081; 325:2319; 329:120, 4279 y 5579; 330:4328; 331:1906; 332:2813 y 333:360), que en el caso no se advierte ni aún mínimamente.


Por otra parte, tampoco resulta procedente el recurso extraordinario interpuesto por la defensa de Fernando Ariel Carrera fundado en la gravedad institucional.


Al respecto la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que la aplicación de la excepcional doctrina invocada por la defensa exige un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera ineludible la concurrencia de gravedad institucional (CSJN, Fallos 329:1787 y 311:319), es decir, que se encuentre fehacientemente acreditado que lo decidido en la causa puede afectar de manera efectiva intereses de la comunidad o conmover las instituciones del Estado (cfr. CSJN, Fallos: 302:784; 310:1766 y 327:5826).


En las presentes actuaciones los planteos efectuados por la defensa no exceden el interés individual del recurrente. En dicho sentido, la gravedad institucional no puede confundirse con la repercusión periodística del caso si no se demuestra que la intervención de la Corte tuviera otro alcance que el de remediar –eventualmente– los intereses de la parte (cfr. CSJN, Fallos 329:4783 y 327:931), circunstancia que sella definitivamente la suerte del recurso intentado.

En conclusión, los recurrentes no han logrado demostrar la existencia de cuestión federal suficiente ni la arbitrariedad de la sentencia impugnada y tampoco la gravedad institucional alegada por la defensa que habilite el remedio intentado.    


Por lo expuesto, propicio declarar inadmisibles los recursos extraordinarios interpuestos por la defensa de Fernando Ariel Carrera –con costas– y por el representante del Ministerio Público Fiscal –sin costas– (artículos 257 del C.P.C.C.N. y 530, 531 y 532 del Código Procesal Penal de la Nación).     

 

La señora juez doctora Ana María Figueroa dijo:
 

1. Como lo ha sostenido en jurisprudencia reiterada la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el recurso extraordinario exige para su procedencia, que la sustancia del planteo implique el debate de una cuestión federal, lo que en el presente caso sometido a control jurisdiccional, no se advierte –conforme Fallos 305:1694; 147:371-.

 
2. Si bien incumbe al Superior Tribunal del país juzgar acerca de la existencia de sentencia arbitraria, ello no exime a los órganos judiciales llamados a expedirse sobre la concesión del recurso, de resolver si la apelación observa fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso inequívoco y de carácter excepcional como es el de arbitrariedad –A. 1111. XLIV, rta. 07/04/2009. T. 332:761-.
 

No cabe hacer excepción al referido principio, si la sentencia recurrida en autos constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa – Fallos C 507.XXI/ T 310:2091; 297:100; 284:119; 274:135; 261:209-.

 
Sobre esa base han de analizarse las impugnaciones extraordinarias interpuestas por la defensa particular y el Fiscal General.


 
3. Sin esfuerzo se advierte que los recurrentes no rebatieron los argumentos esgrimidos por esta Sala en el fallo que se cuestiona, observando que los agravios traídos se relacionan con discrepancias con los tribunales intervinientes acerca de los hechos, pruebas y responsabilidad del recurrente, como temas de derecho común y de dogmática jurídica, cuestiones que resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenas por su naturaleza a esta instancia extraordinaria –Fallos 312:551; 307:223-, en tanto no se haya incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema –Fallos 306:1111; 315:449-, no siendo de aplicación al caso, atento que la decisión cuestionada cuenta con fundamentos suficientes que descartan la tacha de arbitrariedad –Fallos 319:1728; 301:909-, por lo que resulta insuficiente el remedio federal intentado.


 
Conforme lo indicado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la sentencia de fecha 05/06/2012, la Sala III con otra integración, tomando el criterio del precedente “Casal” –Fallos 328:3399- efectuó una revisión amplia de hechos, pruebas y derecho aplicable, analizando todo lo revisable y resolviendo por mayoría una nueva pena  aplicable.


 
El más Alto Tribunal del país ha fallado que “La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales, cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válidos” –Fallos 334:541-.


 
Es doctrina vigente la excepcionalidad acerca de la arbitrariedad, de modo que no puede convertirse su invocación en una tercera instancia ordinaria para discutirse nuevamente cuestiones que se estiman equivocadas o que merecerían otra interpretación, conforme el interés de los recurrentes, por resultar ajeno a la naturaleza del recurso extraordinario, cual es asegurar la supremacía de la Constitución Nacional, por lo que los planteos no pueden tener favorable acogida –Fallos 310: 1014 y 2122; 295:356 y 658: 290:95-.


 
4. En definitiva los recurrentes no han desarrollado de forma clara y concreta la cuestión federal a debatir. Las impugnaciones sólo se han basado en discrepancias con las argumentaciones y criterios de este Tribunal y en la teoría de la arbitrariedad, no acreditando relación directa e inmediata entre la materia del pleito y la reiterada cuestión federal –Fallos 325:1440; 303:2012; 302:561; 300:443; 295:335-.

 
La cita de normas constitucionales en forma genérica e indiscriminada, sin relación con lo resuelto, no constituye planteamiento adecuado de la cuestión federal en tanto “…la sola alegación de que la sentencia recurrida vulnera la correcta inteligencia de determinadas normas federales no es suficiente a los efectos de considerar satisfecha la exigencia de fundamentación autónoma, si no se expresan –adicionalmente- razones de tal sorteo que controviertan las conclusiones de los jueces de la causa” –Fallos 316:832; 311:2619; 270:176-.

 
5. Conforme lo analizado, tampoco habrá de prosperar el planteo de la defensa por la vía extraordinaria, de la doctrina de la gravedad institucional.


 
Corresponde aplicar al caso lo sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuanto que la alegada gravedad institucional carece de desarrollo suficiente y no excede de la mera afirmación dogmática en el marco de la excepcional doctrina respecto de su admisibilidad, que exige un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera inequívoca su concurrencia –Fallos 327:3701-.


 
La manera en que fue sustentado el planteo sólo permite observar la existencia de un interés que involucra al recurrente –Fallos C. 525. XLIII; 330:4454-, no constituyendo el presente una cuestión que exceda el interés individual de las partes y que afecte de manera directa al de la comunidad –Fallos G. 521. XXV-, o que afecte el funcionamiento de las instituciones básicas de la Nación.

 

Dicha doctrina no es aplicable al caso, porque no se encuentran afectados principios de orden social vinculados con instituciones básicas del derecho, atento sólo se halla en juego el interés personal del reclamante –Fallos N. 457. XXI; V.44. XXII y  T 333:360-.

 
Por último, ha de señalarse que la invocación de la citada excepción sólo faculta a la Corte a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal –Fallos A. 1846. XLI/ T 331:2799-.

 
6. Corresponde señalar que los recursos extraordinarios interpuestos carecen de la debida fundamentación autónoma exigida por el artículo 15 de la ley 48 y la constante jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación –conforme Fallos 332:2397; 302:1413, entre otros-. 


Entiendo entonces que corresponde declarar inadmisibles los recursos extraordinarios interpuestos, con costas a la defensa y eximiendo de ellas al Fiscal General –artículos 257 del CPCCN y 530, 531 y 532 del CPPN-.
 
 
En mérito de lo expuesto el Tribunal por unanimidad RESUELVE: 
 

DECLARAR INADMISIBLES los recursos extraordinarios interpuestos por la Defensa y por el Fiscal General, con costas en el primer caso y eximiéndolo de ellas en el segundo (artículos 257 del C.P.C.C.N. y 530, 531 y 532 del C.P.P.N.).
 

Regístrese, notifíquese, comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Acordada de la CSJN nº 15/13) y remítase al Tribunal de procedencia, sirviendo la presente de atenta nota de envío. 
Fdo: Dres. Liliana E. Catucci – Ana María Figueroa – Mariano H. Borinsky. Ante mi: Walter Daniel Magnone. Prosecretario de Cámara.-
